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formulada por la entidad recurrente casi veintiséis meses
antes.

El examen de las actuaciones no permite conocer
los motivos por los que durante tan largo período de
tiempo el órgano judicial omitió proveer a la solicitud
de avalúo pero. como señala el Fiscal. el retraso no resul­
ta en modo alguno imputable a la parte ahora recurrente
en amparo -quien se vio obligadá a reiterar dieciocho
meses más tarde su solicitud. también sin éxito- ni
siquiera a la parte demandada. la cual. como se ha dicho
se encontraba en situación procesal de rebeldía y no
participó en modo alguno en el procedimiento. Resulta
obvio. por tanto. que el retraso en el que incurre el pro­
cedimiento litigioso se debe exclusivamente a la inac­
tividad del propio órgano judicial cuya pasividad aparece
desprovista de justificación alguna. Es obligado concluir.
en consecuencia. que las dilaciones que se denuncian
en la demanda de amparo -cuya estimación propone
igualmente el Ministerio Fiscal- tuvieron el carácter de
indebidas y vulneraron el derecho constitucional de la
actora. reconocido por el arto 24.2 C.E.. a que el proceso
por ella instado tuviera lugar sin que se produjeran dichas
dilaciones.

La conclusión anterior debe de conducir. por con­
siguiente. al otorgamiento del amparo solicitado. con
la excepción. sin embargo. de la solicitud de indemni­
zación simbólica por funciónamiento anormal de la Jus­
ticia formulada por la entidad recurrente en su demanda.
cuestión ésta que. como recuerda el Fiscal. no compete
resolver a este Tribunal (SSTC 37/1982. 50/1989.
139/1990).

FALLO

En atención a todo lo ex.puesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de amparo interpues­
to por la entidad «Fustes Nordiques. S.A.)) y. en con­
secuencia:

1.° Declarar que el derecho de la entidad recurrente
a un proceso sin dilaciones indebidas ha sido vulnerado
por la tramitación realizada por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 2 de Tarragona del juicio ejecutivo
núm. 138/87.

2.° Declarar que por el Juzgado dé Primera Instancia
núm. 2 de Tarragona se adopten sin demora las reso­
luciones que sean procedentes para que se siga trami­
tando. sin ulteriores dilaciones indebidas. el procedimien­
to iniciado por la recurrente hasta la ej,ecución de la
Sentencia de remate dictada el 21 de mayo de 1987.

y desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticinco de octubre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Julio Diego González
Campos y Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

28436 Sala Primera. Sentencia 314/1993, de 25 de
octubre de 1993. Recurso de amparo
2.228/1991. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Andalucía (Sevilla) sobre concurso de méritos.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: indefensión debida a omisión de
emplazamiento personal en recurso conten­
cioso-administrativo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Presidente; don Fernando García-Mon y González-Regue­
ral. don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.228/91. interpuesto
por don Rafael Rodríguez Vilches. representado por la
Procuradora doña Rosina Montes Agustí y defendido por
el Letrado don Rafael Astolfi. contra la Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Andalucia (Sevilla). de 10 de mayo
de 1991. sobre concurso de méritos. Han sido parte
el Ministerio Fiscal y la Consejería de la Presidencia de
la Junta de Andalucía. representada y dirigida por el
Letrado don Nicolás González-Deleito. Y ha sido Ponente
el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro de este Tri­
bunal el 6 de noviembre de 1991. don Rafael Rodríguez
Vilches. representado por la Procuradora doña Rosina
Montes Agustí. interpuso recurso de amparo contra la
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. de 10
de mayo de 1991. que anuló la Orden de 11 de noviem­
bre de 1988 de la Consejería de Gobernación de la Junta
de Andalucía en la que se adjudicaba al recurrente el
puesto en el Negociado de Adquisición y Expropiación.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes:

El actual recurrente en amparo obtuvo por concurso
de méritos el puesto en el Negociado de Adquisición
y Expropiación de la Dirección General de Construccio­
nes y Equipamiento Escolar de la Consejería de Edu­
cación y Ciencia de la Junta de Andalucía. Dicho puesto
le fue adjudicado por Orden de la mencionada Consejería
de 11 de noviembre de 1988. Contra dicha Orden. doña
María Pilar Funes Palacios -funcionaria que también par­
ticipó en el mencionado concurso- interpuso recurso
de reposición. y posteriormente contencioso-administra­
tivo. solicitando la nulidad de la disposición impugnada
y la adjudicación de algunas de las plazas que había
pedido en el concurso. entre ellas la adjudicada al deman­
dante de amparo. Por Sentencia de 10 de mayo de 1991.
el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Sevilla)
estimó el mencionado recurso contencioso-administra­
tivo. anulando la Orden de 11 de noviembre de 1988
y ordenando que se adjudique a doña Pilar Funes Pala­
cios el puesto en el Negociado de Adquisición y Expro­
piación. esto es. la plaza del demandante de amparo.
El 14 de octubre de 1991 se notificó al actor la Reso-
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lución del Jefe del Servicio dé Régimen Jurídico de Per­
sonal. en virtud de la cual yen cumplimiento de la Sen­
tencia referida se disponía el cese .del señor Rod.rí~l;l~z
Vilches en el puesto en el Negociado de AdqUlslclon
y Expropiación.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda, el recurrente estima que I~ S~':ítencia i!TIPu~­
nada vulnera el derecho a la tutela Judicial efectiva Sin
indefensión del arto 24.1 CE, por no haber sido empla­
zado en. el recurso contencioso-administrativo, como
tampoco lo fue en el recurso previo de reposición: Alega
que no ha tenido cOI)l?ciIT.Ji,ento alguno del ~enclonado
recurso hasta la· notlflcaclon de la Resoluclon de. 2 de
octubre de 1991 que disponía su cese en cumpl!miento
de la Sentencia recaída. en el recurso contencloso-ad­
minlstrativo; Aduce, de otra parte, que el arto 24.1. C:E.
obliga a los Tribunales a emplazarpersonalmente a qUie­
nes pueden comparecer como de!TIandados yco~dyu­
vantes siempre que ello sea factible· y que el Simple
emplazamiento edictal. p~evisto en. e:1 art.. 54 de la Ley
de Jurisdicción Contenclóso-Admlnlstratlva de 1956

. resulta insuficiente para garantizar la defensa de quienes
tienen legitimación para comparecer en el ~roceso. ~or
todo ello, solicita la nulidad de la Sentencia recurrida
con reposición. ~e I~s autos al rT!9mento procesal e~
el que se produJo. ~Icha vuln~racl~~ .. Mediante otro~l,
solicita la suspenslon de. la ejecucl~':l de .Ia Se':ltencla
recurrida y de las resolUCiones administratIvas dictadas
para ello.

4. Mediante providencia de 3. demarzo~e 19~?,
la Sección Segunda de la Sala Primera aco,rdo admitir
a trámite la demanda de amparo, así como librar comu­
nicación a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (Sevilla), inte­
resandoel emplazamiento de cuantosf.ueron partee':l
el proceso judicial para su comparecencia ante este Tn-
bunal en el plazo de diez días. ..

5. Por otra providencia de la misma fec.~a se tuvo
por formulada la pieza separada de suspenslon, conce­
diendo al Ministerio Fiscal y al interesado un plazo de
tres días para formular alegaciones .al respecto. La sus­
pensión de la ejecución de Sentencia fue acordada por
Auto de 30 de marzo de 1992. .

6. Mediante providencia de 11 de mayo de1 ~9?,
la Sección tuvo por personado al Letrado de !a Consejena
de la Presidencia de la Junta de Andalucla, y a tenor
de lo dispuesto en el arto 52 LOTC dio vista de las a~tu~­

cionesal Ministerio Fiscal. al Letrado. de la Consejena
y a la Procuradora señora Monte~ f\gu~tí ~ara formu!ar
alegaciones. Interesado por~1 MIOIs~eno FIscal la prac­
ticade la diligencia probaton,~, consl:,ten.te en reclamar
de la Consejería de Educaclon. y Ciencia de I.~· Jun~a
de Andalucía, Dirección General de Personal. la diligencia
de emplazamiento a que s.e. r~firió en su oficio de 27
de noviembre de 1989, dirigIdo a la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo, con apertura de nuevo plazo
para emitir informe final. la Sección, en providencia de
5 de octubre de 1992, admitió la prueba documental
pública propuesta para la práctica y libró comunicación
a la Junta de· Andalucía interesando remisión del tes­
timonio de los particulares sO,licit~dos. Re~ibida la pr~eba
documental interesada, se dIo VIsta, mediante proViden­
cia de 21 de diciembre de 1992, por un plazo común
de veinte días al Ministerio Fiscal y al solicitante de ampa­
rO y al Letrado de la Junta de Andalucía.

7. El Fiscal. en su escrito de alegaciones presentado
el 11 de enero de 1993, interesa la denegación del
amparo solicitado por cuanto el recurrente tuvo que
conocer la impugnación de la Orden que lo designaba

para el puesto concursado yno se incorporó a la recla­
mación judicial por causas a él .imputables y no.exclu­
sivamente a la falta de emplazamiento personal y directo.
Según el Fiscal. existe falta de diligencia por parte de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo al no practicar
el emplazamiento de modo personal. Loque hizo la Admi­
nistración fue anunciar en el «Boletín)) de la Junta de
Andalucía, por medio de la Secretaría General de la Fun­
ción Pública, la interposición del recurso contra la. Orden
de la Consejería de Go~ernación de 11 de noviembre
de 1988 que resolvía el concurso de méritos convotado
por Orden de 8 de julio de 1987 para conocimi~nto
de los interesados y que pudieran comparecer en dIcho
recurso. Pero no basta -añade el Fiscal-la simple ausen"
cia del interesado -por no citación- en el proceso para
poder hablar de una indefensión co~ relevancia cons­
titucionalsi existen datos que permiten sostener que
la misma obedeció, no a. un real desconocimiento del
proceso, sino a una conducta omis~va o ~escuidad~ de
los propios intereses. En este sentido, afirma ~I Fls~al

que. no es una carga irrazonable que los fun<;:lonano~

estén atentos a las publicaciones de la propIa Admi­
nistración, en particular una Administración autonómica,
donde el nÚmero de funcionarios es mucho más redu·cido
que en la Central. menos todavía si existi~ reclarT!aci~n
previa administrativa en la que tuvo que abrirse audiencia
al beneficiado por el. Auto recurrido, con lo que una
diligencia normal imponía no desentenderse del curso
siguiente de la reclamación que sería ya de carácter
judicial. Y aún cabría añadir que en u.n concurso tan
limitado como el resuelto por la Orden Impugnada, que
afectó a tan pocas personas -las vacantes convocadas
eran tres o cuatro-, no es razonable pensar que las
incidencias subsiguientes originadas por su impugnación
permanecieran ignoradas por quien resultó nombrado.
Se trata de un cúmulo de circunstancias que llevan al
Fiscal a la afirmación inicial de que actuando con una
diligencia mínima, aquélla que le es exigible a un fun­
cionario en el cuidadod'" su interés. profesional, el
recurrente tuvo que conocer la impugnación de laorden
que lo designaba para el pqesto concursado.

8. El Letrado del Gabinete-Jurídico de la<Junta de
Andalucía, en su escrito de alegaciones presentado el
11 de marzo en este Tribunal, se limita a decir tan sólo
que no se opone al otorgamiento del amparo solicitado
a menoS que de las act.ua.ciones resultase que ~uv9.c0no­
cimiento procesal o extraprocesal de la tramltaclon del
recurso contencioso-administrativo.

9. Por providencia de 20 de octubre de 1993, se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 25 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. En el supuesto que ahora se plantea, denuncia
el recurrente en amparo violación del derecho ala tutela
judicial efectiva y de la prohibición de indefensión que
prevé el art. 24.1 C.E., por no haber sido emplazado
personalmente en el recurso contencios~administrativo

interpuesto contra la Orden de 11 de noviembre de 1988
de la Consejería de Gobernación de la Junta de Anda­
lucía, por la que se adjudicaba al solicitante de amparo
puesto en el Negociado de Adquisi<;:ión y Expr~pia~ión

de la Dirección General de Construcciones y EqUipamIen­
to Escolar de la Consejería de Educación y Ciencia de
la Junta de Andalucía. El recurrente alza su queja contra
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía que en la Senten~ia

de 10 de mayo de 1991 le despoja de su plaz~, adj~­
dicándola a la funcionaria señora Funes PalaCIOS, sm
haberle tenido por parte en el mismo como consecuencia
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de un defecto de emplazamiento. El solicitante de ampa­
ro aduce no haber tenido conocimiento del recurso judi­
cial hasta el día 14 de octubre, en que se le notificó
la Resolución de 12 de septiembre del Consejero de
Gobernación de la Junta de Andalucía disponiendo el
cese en ejecución de la Sentencia antes mencionada.

2. La jurisprudencia de.este Tribunal viene reiteran­
do de forma constante que, dada la trascendencia de
los actos de comunicación a los efectos de poder com­
parecer en juicio y defender sus posiciones, que son
manifestaciones de derecho a la tutela judicial efectiva
garantizada en el arto 24.1 C.E., es preciso que el órgano
asegure en la medida de lo posible su efectividad real
(últimamente, STC 275/1993). Lo que obliga a los Jue­
ces y Tribunales a emplazar personalmente a quienes
pueden comparecer como demandados siempre que
resulten conocidos e identificados a partir de los datos
que consten en las actuaciones judiciales o en el expe­
diente administrativo previo.

En lo que atañe al emplazamiento edic.tal previsto
en el arto 64 de la Ley de la Jurisdicción Contencio­
so-Administrativa, que es la modalidad utilizada en el
presente caso por la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo del Tribunal Superior de Justicia para emplazar
al recurrente, dicha jurisprudencia viene a declarar que
resulta insuficiente para garantizar la defensa de quienes
poseen legitimación pasiva para comparecer en proce­
sos que inciden directamente en sus derechos o inte­
reses legítimos y que debe ser utilizada únicamente cuan­
do no conste el domicilio de la persona que deba ser
emplazada o se ignore su paradero, habiéndose de tener
en cuenta para ello que el acuerdo o la resolución judicial
de tener a la parte como persona en ignorado paradero
se halle fundado en criterios de razonabilidad que lleven
a la convicción o certeza la inutilidad de cualquier otra
modalidad de citación (STC97/1992).

Las obligaciones para dar pleno cumplimiento al arto
24.1 C.E: no han de limitarse, sin embargo, a los órganos
judiciales. La parte receptora ha de observar un com­
portamiento no elusivo, ni pasivo, sino fiel y coherente
en la defensa de sus derechos e intereses. Por ello, la
falta de emplazamiento no adquiere relevancia consti­
tucional cuando en parte está motivada por una actitud
¡ndiligente del justiciable. Como se ha destacado en
varias Sentencias, no puede alegarse indefensión cuando
la falta de conocimiento real tenga su origen o causa
determinante en el desinterés, pasividad, negligencia o
malicia del interesado o éste haya adquirido dicho cono­
cimiento a pesar del defecto de comunicación (por todas,
STC 167/1992).

Por ello, el juicio valorativonopuedelimitarse acons­
tatar el cumplimiento efectivo por el órgano judicial de
las normas reguladoras de los actos de comunicación,
sino que ha de ponderarse igualmente las circunstancias
concretas que concurren en el caso relativas al com-~·

portamiento observado por el afectado.

3. En el presente caso, lo que resulta de las actua­
ciones del recurso contencioso-administrativonúm.
3.105, tramitado en la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo en Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, es que, interpuesto el referido recurso contra
la Orden de la Consejería de Gobernación de 11 de
noviembre de 1988 que resolvía el concurso de méritos
convocado por Orden de 8 de julio de 1987, la Sala,
mediante providencia de 11 de julio de 1989, acordó
interesar el emplazamiento de los posibles interesados
por plazo de nueve días antes de la· remisión del expe­
diente, que también se reclamaba en dicha providencia.
La Junta de Andalucía, al tiempo que remitía el expe­
diente, comunicó a la Sala, por oficio de fecha 27 de

noviembre de 1989, haber efectuado el emplazamiento
al interesado, para que compareciera ante Sala provisto
de Abogado y Procurador en el plazo de nueve días.
Este emplazamiento se realizó no de. forma personal,
sino mediante la inserción del anuncio de la interposición
del recurso en el «Boletín)) de la Junta de Andalucía
de 9 de diciembre de 1989, que fue ordenado por la
Dirección General de la Función Pública. Una vez dictada
Sentencia ellO de mayo de 1991, que dejó sin efectos
la Orden por la que se adjudicaba el puesto del actual
recurrente, se dictó Orden de 22 de julio de 1991 dis­
poniendo el cese del señor Rodríguez Vilches, lo que
fue notificado al interesado por la Dirección General de
Personal de la Consejería de Educación y Ciencia el 14
de octubre de 1991.

A la vista de lo expuesto, cabe aceptar que ha habido
un incumplimiento de las normas que disciplinan los'
emplazamientos en el proceso contencioso-administra­
tivo, toda vez que se omitió el emplazamiento personal
de quien --como el recurrente en amparo- aparecía ante
el órgano judicial como titular del derecho afectado por

. el recurso. Resulta poco comprensible que el emplaza­
miento del mismo se hubiera efectuado mediante la noti­
ficación por edictos, que no asegura el conocimiento
preciso del acto de comunicación, cuando era además
perfectamente posible su personal emplazamiento. Tal
actuación es reveladora de una falta de diligencia que
hay que imputársela a la Administración Autonómica,
al asegurar al órgano judicial que se había efectuado
el emplazamiento de los posibles interesados, dando a
entender el cumplimiento real del mismo, y haberlo efec­
tuado, en realidad, por el emplazamiento edicta!.

4. De otro lado; no existen datos en el presente
caso de los que cupiera inferir que la parte conocía la
interposición del recurso, por lo que la vulneración del
derecho fundamental hay que atribuirlo a la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus­
ticia y, en consecuencia, estimar el recurso.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el TribulJal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

.Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Rafael Rodrí­
guez Vilches y, en su virtud:

1.° Reconocer elderecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión del arto 24.1 C.E., y en su virtud, el dere­
cho a ser emplazado en el recurso contencioso-admi­
nistrativo núm. 3.105/89 seguido en e.1 Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía; promovido por doña María del
Pilar Funes Palacios.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia de 10 de
mayo de 1991, dictada en el anterior recurso.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento del
emplazamiento aludido en elnúm.. 1.°

,Publíquese esta' Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a veinticinco de octúbre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz

• Villalón.-Firmado y rubricado.


